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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 22 de octubre de 2014, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Hitters, de Lázzari, Pettigiani, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa A. 72.611, "E. , R. V. contra I.O.M.A. Amparo. Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley". 

A N T E C E D E N T E S

I. La Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata confirmó parcialmente el pronunciamiento de primera instancia que hizo lugar a la acción de amparo, condenando al Instituto Obra Medico Asistencial [en adelante, I.O.M.A.] a brindar la íntegra cobertura (100%) de los tratamientos indicados por los profesionales tratantes para atender las patologías que se presenten como consecuencia del Trastorno Generalizado de Desarrollo [TGD] y enfermedad celíaca respecto de la menor A. M.E. ), revocándolo en la estricta parcela en que establecía la obligación de cobertura anticipada y conjetural, de los tratamientos futuros que la accionante pudiera necesitar en razón de sus enfermedades (fs. 170/180 vta.). 

II. Disconforme con ese pronunciamiento, la demandada interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 211/215 vta.), el que fue concedido por la Cámara actuante mediante decisorio obrante a fs. 217/217 vta.

III. Oída la señora Procuradora General (fs. 232/237), dictada la providencia de autos (v. fs. 238), glosado el memorial de la parte actora (fs. 242/246) y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

I. La Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata confirmó parcialmente el pronunciamiento de primera instancia que hizo lugar a la acción de amparo (condenando al I.O.M.A. a brindar la íntegra cobertura (100%) de los tratamientos indicados por los profesionales tratantes para atender las patologías que se presenten como consecuencia del Trastorno Generalizado de Desarrollo (TGD) y enfermedad celíaca respecto de la menor A. M.E. , comprendiendo ello la suma regulada por la resolución 407/12 del Ministerio de Salud de la Nación y/o cobertura asistencial en harinas y premezclas libres de gluten, como así también la entrega de ortesis DAFO indicadas por el doctor Lopizzo, revocándolo en la estricta parcela en que establecía la obligación de cobertura, anticipada y conjetural, de los tratamientos futuros que la accionante pudiera necesitar en razón de sus enfermedades (fs. 170/180 vta.). 

Para así decidir, en lo que interesa para la resolución del caso, destacó: 

i) que no estaba en discusión que la menor A. M. M.E. , afiliada al I.O.M.A., padece de enfermedad celíaca; 

ii) que no existen medicamentos para el tratamiento de tal patología; sólo el cumplimiento de una rigurosa dieta libre de gluten es, al momento, el único bálsamo para combatir este pesar; 

iii) que resulta indudable que se encuentra en juego el derecho a la salud de la afiliada; 

iv) que la Provincia de Buenos Aires no se ha mantenido al margen de la problemática de la celiaquía, puesto que por ley 10.499 (modif. leyes 12.631 y 14.129) declaró de interés provincial su estudio, prevención, investigaciones y tratamiento (art. 1°), incorporando la patología dentro del Sistema Público de Salud y estableciendo la cobertura total de las prestaciones por las obras sociales y las empresas de medicina prepaga (art. 8), precepto que ha de ser conjugado, a su vez, con la manda de su art. 4 en cuanto reza que "... a través de la dependencia provincial que corresponda se arbitrarán los medios para proveer de alimentos adecuados a los celíacos carenciados"; 
v) que el espíritu proteccionista de la ley aparece suficientemente respaldado, con razonable coherencia, en la exposición de motivos, tanto al sancionarse el texto originario como en sus sucesivas modificaciones, en particular al reconocer que "... el establecimiento de una dieta exenta del gluten del T.A.C.C. durante toda la vida es el único tratamiento posible de esta enfermedad", sin dejar de advertir que "... los productos exentos de gluten además de tener un precio por demás elevado que los alimentos convencionales, son muy difíciles de conseguir, lo que dificulta el correcto tratamiento para el celíaco". Conscientes de ello, los legisladores proclaman que al no existir a la fecha tratamiento farmacológico alguno "... los alimentos que tienden a mejorar definitivamente la patología deben ser entendidos como el 'verdadero fármaco' para combatir la enfermedad"; 

vi) que las prestaciones a las que la ley 10.499 refiere no hayan sido aún reglamentadas (a diferencia de lo que ocurre, por ejemplo, en el ámbito nacional), no puede servir de pretexto para esquivar, de manera excesivamente ritualista, el pedido de tutela que, en representación de su hija de cuatro años, efectuara R. V. E. en la delegación regional de la institución demandada; 

vii) que según su carta orgánica el I.O.M.A. es un ente autárquico cuya misión primordial es realizar, para con sus afiliados, todos los fines del Estado provincial en materia médico asistencial. Tal status le impone brindar a dicho universo una respuesta fundada que, al margen de la mayor amplitud o precisión de una ley o la de un formulario prestacional, tenga primordial consideración por la persona. La burocracia institucional del ente no podría discurrir a espaldas ni menos aún vaciar de contenido, los postulados protectores que fluyen de la ley 10.499; 

viii) que ni la Provincia ni el I.O.M.A. han instrumentado, dentro de sus respectivas esferas de incumbencia, el modo de implementar o llevar a cabo los objetivos trazados por la ley 10.499. No obstante, tal estado de cosas no podría servir de pretexto para escapar al pedido de tutela efectuado por la afiliado, dado que ello importaría reducir el texto de la ley al mero plano de las expresiones programáticas vacías de operatividad y desconocer -con ello- el derecho a la salud; 

ix) que se impone entonces predicar una solución prudente que con mesura logre conciliar los intereses en juego. En tal faena corresponde brindar un especial auxilio a las personas afectadas por esta peculiar dolencia, reconociendo -por un lado- la asistencia y seguimiento profesional adecuado y -por el otro- el otorgamiento de prestaciones positivas tendientes a atemperar el mayor costo de adquisición que los alimentos libres de gluten tienen en el mercado, en tanto éstos resultan el único remedio para contrarrestar los efectos adversos de la patología. En tal vía de pensamiento y validando la decisión de primera instancia, entiende que corresponde ‑analógicamente- acudir a las normas y principios que campean en la órbita nacional (ley 26.588 y decreto reglamentario 528/2011 y res. Ministerio de Salud 407/12) estableciendo que el I.O.M.A. debe brindar una cobertura en concepto de harinas y premezclas libres de gluten por un monto mensual de doscientos quince pesos ($ 215), importe que será actualizado periódicamente.

II. Contra tal pronunciamiento la demandada interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, denunciando la violación de los arts. 4 de la ley 10.499, 9 y 27 de la Constitución provincial y 17 de la Constitución nacional, así como absurdo y arbitrariedad de lo decidido (fs. 211/215).

Afirmó que el art. 4 de la ley 10.499 plantea una limitación en relación al universo de personas beneficiarias, a través de una condición objetiva que deben reunir todos aquéllos que pretendan los beneficios de la citada ley (condición de carenciados), situación que no fue denunciada ni probada por las amparistas.

Aseguró que no se encuentra configurada en la especie la arbitrariedad o ilegalidad manifiesta que requiere la acción entablada. Manifestó que de acuerdo a la normativa provincial aplicable al caso, la prestación denegada por el I.O.M.A. se conforma al bloque de juridicidad imperante en el ámbito provincial.

Sostuvo que la ley nacional 23.660, reglamentaria de las obras sociales, no resulta aplicable al I.O.M.A., el que no se encuentra dentro del Sistema Nacional del Seguro de Salud, sino que cuenta con un régimen especial. De allí que no le resultan de aplicación dicha normativa.

Concluyó que la sentencia de condena invade esferas propias del poder administrador, determinando el grado de cobertura de un tratamiento no previsto en la legislación de la institución demandada, violando de tal forma lo dispuesto en los arts. 9 y 27 de la Constitución provincial y 17 de la Constitución nacional.

III. El recurso no puede prosperar en atención a su insuficiencia (arts. 279, C.P.C.C.; 60.1, C.C.A., ley 12.008 -texto según ley 13.101-). 

1. Se encuentra fuera de discusión que la menor A. M. M.E. , afiliada al I.O.M.A., padece de enfermedad celíaca. 

Tal como se desprende del relato efectuado en el punto I, en la sentencia atacada el a quo no aplicó el art. 4 de la ley 10.499 en razón de la situación de carencia de la amparista, sino que, ponderando el espíritu de la norma, consideró que debía accederse a la cobertura de la prestación; según la argumentación de la Cámara el I.O.M.A. tiene que dar una respuesta fundada al pedido de cobertura, al margen de la mayor amplitud o precisión de una ley o la de un formulario prestacional, por lo que su negativa constituye una arbitrariedad manifiesta, que justifica su condena.

Al margen de su acierto o error, la falta de refutación directa e idónea de los motivos que llevaron al tribunal a justificar el acceso a la prestación requerida, torna ineficaz el remedio intentado.

En especial, lo atinente a que si bien las prestaciones a las que la ley 10.499 refiere no han sido reglamentadas (a diferencia de lo que ocurre, por ejemplo, en el ámbito nacional) tal circunstancia no puede servir de pretexto para esquivar, de manera excesivamente ritualista, el pedido de tutela que, en representación de su hija de cuatro años, efectuara la demandante.

Tampoco han sido rebatido con éxito los fundamentos dados por el a quo que justifican la solución dada por el juez de origen al utilizar analógicamente normas y principios de la órbita nacional (arts. 15 y 16 del Código Civil; 171 de la Const. provincial) que por su mayor completitud y especificidad, permiten sortear razonablemente el dilema planteado (ley 26.588, decreto 528/2011 y resolución del Ministerio de Salud 407/2012) para otorgar una suma mensual que constituye el piso de cobertura que la accionada debería proporcionar a la afiliada.

2. Esta Suprema Corte ha sostenido reiteradamente que una de las notas características de la instancia extraordinaria está dada por la mayor exigencia en cuanto a las cargas procesales que deben ser idóneamente abastecidas para transitar con éxito la casación (conf. Ac. 88.916, sent. del 14-IX-2005; Ac. 86.835, sent. del 9-VIII-2006; C. 97.720, sent. del 12-XI-2008). 

El acabado cumplimiento de las pautas que fija el art. 279 del Código procesal, exige que el recurrente indique con claridad las normas legales y/o doctrina legal infringidas por la decisión cuestionada y precise en qué consiste su violación o por qué se las considera erróneamente aplicadas, ya que suplir de oficio las citas legales que debe hacer el impugnante o inferirlas por interpretación resulta incompatible con la índole de esta instancia (conf. Ac. 70.655, sent. del 10-XI-1998; C. 97.587, sent. del 29-XII-2008, en similar sentido C. 101.793, sent. del 18-III-2009; A. 72.392, "Bonomi", citada, entre otras). 

En vía extraordinaria, la réplica concreta, directa y eficaz de los fundamentos esenciales del fallo comporta un requisito de ineludible cumplimiento para el impugnante. Va de suyo, entonces, que la insuficiencia recursiva deja incólume la decisión controvertida; déficit que, entre otros factores, resulta de la falta de cuestionamiento idóneo de los conceptos o fundamentos sobre los que -insisto, al margen de su acierto o error- se asienta el fallo del tribunal inferior (doct. C. 95.758, sent. del 9-XII-2010; C. 101.569, sent. del 22-XII-2010; C. 94.540, sent. del 10-III-2011, C. 108.027, sent. del 11-V-2011; A. 72.392 "Bonomi", sent. del 16-III-2014; entre otras).

IV. Por las razones expuestas, el recurso interpuesto no puede prosperar pues ha sido insuficientemente fundado (arts. 279 del C.P.C.C.; 60.1 C.C.A., ley 12.008 -texto según ley 13.101-).

Voto por la negativa.

Las costas se imponen al recurrente vencido (arts. 68 y 289 in fine del C.P.C.C. y 19 de la ley 13.928 -texto según ley 14.192-).

Los señores jueces doctores de Lázzari, Pettigiani y Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votaron también por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, oída la señora Procuradora General, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto (arts. 279 del C.P.C.C.; 60.1, C.C.A ley 12.008 -texto según ley 13.101-).

Las costas se imponen al recurrente vencido (arts. 68 y 289 in fine del C.P.C.C. y 19 de la ley 13.928 -texto según ley 14.192-).

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 


JUAN CARLOS HITTERS


HILDA KOGAN
EDUARDO JULIO PETTIGIANI


EDUARDO NESTOR DE LAZZARI



JUAN JOSE MARTIARENA 



Secretario
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